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Resumen
Teniendo en cuenta el gran número de vícti-
mas del conflicto armado, que han perdido 
sus tierras a raíz del conflicto armado, el pre-
sente texto pretende realizar un inventario de 
las principales normas que regulan benefi-
cios fiscales en materia de impuesto predial 
para estas personas en Colombia. Para ello, 
se toma como ejemplo el caso del departa-
mento de Antioquia.  En tal sentido, la pre-
gunta que se quiere resolver es la siguiente, 
¿cuál es el marco jurídico de la tributación 
para víctimas del conflicto armado en An-
tioquia en relación con el impuesto predial? 
Para dar respuesta a este interrogante, se 
realiza un análisis al artículo 121 de la Ley 
1448 de 2011, Ley 417 de 1997 y, de manera 
general, a los acuerdos municipales que han 
regulado el tema en Antioquia. 
Palabras clave: impuesto predial, víctimas 
del conflicto armado, beneficios fiscales.
Abstract
Colombia has a lot of armed conflict vic-
tims; they lost their properties because of 
armed conflict. The objective of this paper is 
review the most important norms about tax 
benefits for armed conflict victims. For this, 
the document uses Antioquia department 
how an example. In that way, the question 
who pretends answer is: What is the legal 
framework about property taxes of the vic-
tims in Antioquia?  
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To answer this question, the text does an 
analysis of the 1448 Law of 2011, 417 Law 
of 1997 and main rules of the municipal 
agreements in Antioquia´s towns.
Key words: Property tax, armed conflict 
victims, tax benefits.
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Introducción
El álgido conflicto armado por el cual ha 
pasado el Estado colombiano desde hace 
más de 60 años ha dejado un sinnúmero de 
víctimas. La Unidad para la Atención y Re-
paración Integral a las Víctimas (2015) ha 
reportado un saldo al primero de agosto de 
2016 de 8.131.269 personas que han sido 
reconocidas como víctimas del conflicto 
armado.  
En materia tributaria, las afectaciones que 
sufren las personas son diversas y de una 
intensidad tal que terminan afectando su 
mínimo vital. Piénsese, por ejemplo, en 
una persona que invierte la mayoría de su 
patrimonio en desarrollar una actividad eco-
nómica relacionada con un bien inmueble. 
Lógicamente, el desempeño de su objeto le 
implica a esta persona soportar una carga 
tributaria que se ve reflejada en varios tipos 
de impuestos. Al poco tiempo de llevar a 
cabo esta misión, la persona se ve obligada 
a suspender de manera indefinida el desa-
rrollo de su proyecto, como consecuencia 
de las alteraciones en el orden público de 
la región por el conflicto armado. Ante este 
escenario, a dicha persona le surgen las si-
guientes dudas: ¿qué tratamiento tributario 
especial merece, atendiendo lo ocurrido?, 
en relación con el predio abandonado, ¿hay 
alguna excepción o beneficio tributario, de 
carácter especial que le permita abstenerse 
de pagar el impuesto predial y otros tributos?
Con respecto al impuesto predial, la Ley 
418 de 1997 permitió a los municipios crear 
exenciones de diversos impuestos, entre 
ellos el citado; sin embargo, dicha norma 
no tuvo gran acogida y fue con la Ley 1448 
de 2011 que se estableció la obligación para 
los municipios de crear sistemas de alivios 
fiscales por concepto de este tributo. 
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No obstante, la redacción de estos acuer-
dos municipales ha sido variable, además 
ha sometido el reconocimiento de estos be-
neficios a diferentes tipos de condiciones, 
algunas de ellas tan difíciles de cumplir que 
hace nugatorio el derecho de las víctimas. 
En síntesis, la importancia del presente 
artículo radica en la necesidad de contri-
buir a la sistematización de las normas que 
reconocen beneficios tributarios en materia 
del impuesto predial a víctimas del con-
flicto. Lo anterior, con el fin de vislumbrar 
algunos de los problemas existentes en el 
reconocimiento de estos beneficios y así 
aportar a la construcción, desde el derecho 
tributario, de alternativas que sirvan para 
el restablecimiento de los derechos de las 
víctimas del conflicto armado, mediante 
la exaltación de algunos principios cons-
titucionales, así como la flexibilización de 
algunas reglas.
De acuerdo con lo anterior, la pregunta 
que orientará la presente disertación será: 
¿cuál es el marco jurídico de la tributación 
para víctimas del conflicto armado en An-
tioquia en relación con el impuesto predial?
Para dar respuesta al interrogante plantea-
do, el presente artículo contará con dos gran-
des partes. La primera tendrá como objetivo 
la realización de un estado del arte sobre los 
conceptos preliminares necesarios para el 
entendimiento de la normatividad tributaria 
de las víctimas del conflicto armado.   
Específicamente, se tratarán conceptos 
tales como, víctima, restitución de tierras, 
entre otros, los cuales son indispensables 
para entender la redacción y los alcances de 
las normas de carácter territorial que regu-
lan los alivios fiscales para las víctimas del 
conflicto armado en Colombia. De igual 
manera, se realizarán algunos comentarios 
preliminares en torno al impuesto predial. 
Posteriormente, se abordará el marco nor-
mativo existente para el reconocimiento 
de beneficios tributarios en materia de im-
puesto predial para las víctimas, partiendo 
de leyes tales como la Ley 418 de 1997 y 
la Ley 1448 de 2011. Luego se realizará un 
acercamiento a la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional sobre el tema, para terminar 
con un análisis ejemplificativo de los acuer-
dos municipales que regulan este tema en los 
municipios de Antioquia.
I. Comentarios preliminares a la 
normatividad sobre víctimas y su 
relación con el derecho tributario
Durante el desarrollo del conflicto armado 
colombiano, el legislador se ha pronun-
ciado en dos ocasiones sobre las medidas 
tributarias que se deben dar a las víctimas 
en materia de impuesto predial, aunque en 
contextos y con consecuencias totalmente 
diferentes. La primera vez lo hizo en el 
artículo 45 de la Ley 418 de 1997 que dis-
pone: “(L)os Concejos […] Municipales 
podrán establecer dentro de la órbita de su 
competencia exenciones de los impuestos 
de beneficencia, predial, […], en benefi-
cio de las víctimas de los actos a que se 
refiere el artículo 15 de esta ley (Ley 418, 
1997, art. 45).
El segundo momento en que el legislador 
se pronunció sobre los beneficios fiscales 
para víctimas del conflicto armado fue en 
el artículo 121 de la Ley 1448 de 2011 que 
reza:
 
En relación con los pasivos de las víctimas, 
generados durante la época del despojo o 
el desplazamiento, las autoridades deberán 
tener en cuenta como medidas con efecto 
reparador, las siguientes:
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1. Sistemas de alivio y/o exoneración de la 
cartera morosa del impuesto predial u otros 
impuestos, tasas o contribuciones del orden 
municipal o distrital relacionadas con el 
predio restituido o formalizado. Para estos 
efectos las entidades territoriales establece-
rán mecanismos de alivio y/o exoneración 
de estos pasivos a favor de las víctimas del 
despojo o abandono forzado (Ley 1448, 
2011, art. 121).
No obstante, los Consejos Municipales les 
han dado un contenido muy diverso a las 
citadas normas, regulando sus requisitos 
y efectos, e incluso, en muchos casos han 
omitido su aplicación. Por ello, partiendo 
de la pregunta de investigación propuesta 
en la introducción, de manera preliminar se 
pretende ahondar en algunos conceptos que 
serán fundamentales para entender el marco 
legal del impuesto predial para víctimas del 
conflicto armado. 
Para ello, los dos primeros temas para 
abordar serán: (1) la víctima como sujeto 
de derechos, para luego hacer algunos co-
mentarios sobre (2) la restitución de tierras 
y su procedimiento administrativo y judicial. 
Igualmente, no se deben perder de vista al-
gunos conceptos de especial relevancia tri-
butaria, los cuales servirán como elementos 
de análisis en la segunda parte para valorar el 
contenido de los acuerdos municipales que 
regulan los alivios de pasivos para víctimas 
o incluso la falta de regulación de estos. De 
tal manera, se realizarán algunos (3) co-
mentarios preliminares sobre el impuesto 
predial. 
A. La víctima como sujeto de derechos 
A grandes rasgos, la aparición del concep-
to de víctima del conflicto armado como 
sujeto de derechos aparece a finales de la 
década de los noventa del siglo pasado, con 
la promulgación de la Ley 387 de 1997. 
Dicha norma trajo consigo una serie de 
medidas tendientes a brindar derechos a 
las víctimas de desplazamiento forzado. 
No obstante, el reiterado incumplimiento 
de los derechos consagrados dio lugar a 
que la Corte Constitucional en la Sentencia 
T-025 de 2004 declarara un estado de cosas 
inconstitucional respecto a los derechos de 
dicha población. 
Desde la Sentencia T-025 de 2004 son 
muchos los cambios que se han dado en 
relación con la normatividad que rodea a 
las víctimas del conflicto; sin embargo, el 
cambio más importante que ha aportado tal 
fallo fue el reconocimiento de estos como 
sujetos de especial protección constitucio-
nal. Lo anterior, quiere decir que todas las 
entidades del Estado colombiano están en 
la obligación de prestar la mayor atención 
posible en la protección de los derechos 
fundamentales de ellos.  De igual manera, 
la providencia en mención ha dado pie para 
la positivización de algunos principios que 
se han incorporado al ordenamiento jurídi-
co. La más reciente e importante inclusión 
normativa, se dio con la Ley 1448 de 2011, 
que en su artículo 3.º define como víctima 
del conflicto armado a toda aquella persona, 
natural o jurídica, que, sin ser combatiente, 
en el marco del conflicto armado ha sufrido 
algún tipo de perjuicio.
No obstante, de las múltiples afectaciones 
que puede sufrir una persona por culpa del 
conflicto armado, son muchas las que por 
falta de regulación se quedan sin ningún ti-
po de reconocimiento por parte del Estado. 
Pues, más allá de que las víctimas tengan de-
recho a la verdad, la justicia y la reparación, 
mientras no exista una ruta para la exigencia 
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de estos derechos, solamente queda el me-
canismo de la tutela. 
B. La restitución de tierras como 
mecanismo de protección de las víctimas 
de abandono y despojo
La Ley 1448 de 2011 implementa un proce-
dimiento administrativo, el cual es prerre-
quisito para acceder al proceso judicial. A 
este podrán acceder todas aquellas personas 
que, de conformidad con el artículo 3.º de 
la Ley 1448 de 2011, hayan sido víctimas 
de abandono y despojo con posterioridad al 
primero de enero de 1991, respecto a un bien 
inmueble sobre el cual ejercían la condición 
de propietario poseedor u ocupante.
El proceso de restitución de tierras fue 
diseñado para tener una duración inferior a 
un año; sin embargo, su inicio está someti-
do a la macrofocalización y a una posterior 
microfocalización. Ambos conceptos parten 
de la necesidad de iniciar procesos de res-
titución en el marco del conflicto, es decir, 
someten la implementación a los principios 
de gradualidad y progresividad. 
Bajo esta premisa, la macrofocalización 
consiste en un área de terreno que es esco-
gida por el Consejo de Seguridad Nacional, 
en la que, durante la vigencia de la norma, es 
decir, entre junio del 2011 y junio del 2021, 
se van a adelantar los procesos de restitución 
de tierras. A su vez, las zonas microfocaliza-
das son áreas de terreno ubicadas dentro de 
las macrofocalizadas, que son determinadas 
mediante un acto administrativo emitido 
por una dirección territorial de la Unidad de 
Restitución de Tierras, basándose en la den-
sidad de abandono y despojo, condiciones 
de seguridad y condiciones de retorno que 
la región ofrezca. 
Si bien, la introducción de la macrofocali-
zación y la microfocalización en desarrollo 
de los principios de progresividad y gradua-
lidad son coherentes con la realidad del país, 
también es cierto que estos han limitado los 
derechos de las víctimas, prolongando por 
un tiempo indefinido el inicio de la etapa 
administrativa, que como se expresó es in-
dispensable para determinar las medidas de 
reparación.
 
C. Comentarios preliminares sobre el 
impuesto predial
Para efectos de lo que le interesa a este 
escrito, no se pretende realizar un análisis 
riguroso de cada uno de los elementos que 
componen el impuesto predial, por el con-
trario, solamente se hará énfasis en el hecho 
generador. Así las cosas, es de resaltar que 
una característica fundamental de este tribu-
to es que grava la propiedad inmueble como 
manifestación de la capacidad económica y 
contributiva (Acevedo, 2008, p. 127). 
El impuesto predial es considerado un 
tributo de tipo real y como consecuencia de 
ello, se entiende que la persona que ostente 
la calidad de propietario o poseedor de este 
se encuentra en la capacidad de asumir el im-
puesto, en la medida de que su patrimonio es 
una muestra de capacidad contributiva (Ace-
vedo, 2008; Parra, 2012 y Piza, 2010), sin 
consultar, en la mayoría de los casos, otros 
aspectos. No obstante, hay algunos casos en 
que este principio o regla general no se cum-
ple, ya que por disposición del legislador o 
por voluntad de los Consejos Municipales, 
hay criterios que generan exenciones o no 
sujeciones al impuesto, más allá de la exis-
tencia de un bien inmueble, tema que será 
abordado más adelante.
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II. Régimen tributario en materia de 
impuesto predial para víctimas del 
conflicto armado en Antioquia
Ante el interrogante propuesto en el presente 
trabajo sobre cuál es el marco jurídico, que, 
en materia de impuesto predial, regula los 
derechos de las víctimas del conflicto ar-
mado en Antioquia, es menester adelantar 
desde este instante, que, salvo unos casos 
puntuales, la normatividad vigente no per-
mite la materialización de los derechos de 
estas personas. 
Para desarrollar la anterior tesis, se propo-
ne en el presente aparte abordar, en primera 
instancia, el contenido de los artículos 45 de 
la Ley 418 de 1997 y el 121 de la Ley 1448 
de 2011. Posteriormente, se realizarán algu-
nos comentarios sobre la jurisprudencia que 
se ha producido alrededor de este tema por 
parte de la Corte Constitucional. Por último, 
se ahondará de manera ejemplificativa en al-
gunos acuerdos municipales que desarrollan 
las citadas leyes. 
A. Exenciones de la Ley 418 de 1997
De la redacción del artículo 45 de la Ley 418 
de 1997 son varios los aspectos de relevan-
cia tributaria para las víctimas del conflicto 
armado. El primero de ellos, parte de la 
posibilidad que da la norma de que los Con-
sejos Municipales establezcan exenciones 
en materia de impuesto predial, entre otros 
impuestos. Al plantearse como una alterna-
tiva y no como una obligación, el legislador 
es respetuoso de normas constitucionales 
que regulan la autonomía tributaria de los 
municipios3. No obstante, tal disposición 
normativa no parece haber tenido eco en la 
mayoría de municipios, los cuales ignoraron 
o simplemente desconocieron esta disposi-
ción y evitaron que las víctimas pudieran 
acceder a mecanismos de exención de im-
puestos, como el predial. 
Incluso, la Dirección de Apoyo Fiscal, 
del Ministerio de Hacienda, parecía des-
conocer del tema, cuando en el 2005 a 
la Secretaria de Hacienda, un municipio 
le consultó sobre la existencia de normas 
que les permitieran a los entes territoriales 
conceder exenciones de impuesto predial 
sobre predios rurales de víctimas de des-
plazamiento forzado. Ante este cuestiona-
miento simplemente se brindaron algunas 
indicaciones generales sobre las normas 
constitucionales que permiten este tipo de 
medidas y las restricciones jurispruden-
ciales existentes, sin mencionar esta Ley 
(Dirección de Apoyo Fiscal del Ministerio 
de Hacienda, 2005).      
El segundo elemento de análisis del ci-
tado artículo recae sobre la exención en sí 
misma, toda vez que como se ha dicho, esta 
implica una actuación hacia futuro. Es decir, 
una vez el Consejo Municipal expide el acto 
administrativo reconociendo este derecho 
a las víctimas, solamente se podrá generar 
3 No se debe perder de vista que el artículo 294 de la Constitución Política, limita la posibilidad 
que tiene el legislador de regular exenciones y tratamientos preferenciales respecto de impuestos, 
tales como el predial, así las cosas, el poder tributario, típico del legislador, se traslada en este 
aspecto a los entes territoriales. Sobre este punto, la Corte Constitucional se ha pronunciado en 
sentencias tales como: C-510-92; C-517-92; C-004-93; C-027-93; C-040-93; C-126-93; C-197-
93; C-427-93; C-467-93; C-545-93; C-521-97; C-711-2001; C-1097-2001; C-226-04; C-992-04; 
C-448-05; C-812-09; C-333-10; C-260-15.
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el beneficio con posterioridad a la vigencia 
de este. 
El tercer asunto problemático que trae 
el artículo 45 de la Ley 418 de 1997 recae 
sobre el concepto de víctima, el cual es re-
mitido para su definición al artículo 15 de la 
misma ley. En ese orden de ideas, son vícti-
mas para efectos de aplicación del artículo 
45 de la Ley 418 de 1997 “Aquellas personas 
de la población civil que sufran perjuicios 
en su vida, o grave deterioro en su integri-
dad personal o en sus bienes, por razón de 
atentados terroristas, combates, secuestros, 
ataques y masacres en el marco del conflicto 
armado interno”. 
Como se puede ver, en principio es claro 
que cualquier daño a la integridad, la vida 
o los bienes, es causal suficiente para ser 
reconocido como víctima en los térmi-
nos de la Ley 418 de 1997, y así poder 
acceder a los beneficios tributarios con-
sagrados en el artículo 45. Sin embargo, 
al no concretarse los hechos, que pueden 
ser reconocidos en el marco de la citada 
norma, puede prestarse para abusos tanto 
de la administración como de los contri-
buyentes. Lo anterior, debido a que por 
la redacción de la norma casi cualquier 
hecho puede ser considerado como victi-
mizante o no, esta discusión fue abordada 
en la Sentencia C-914 de 2010 de la Corte 
Constitucional.
La cuarta dificultad que surge de la apli-
cación de la norma en estudio, radica en que 
esta únicamente consagra la posibilidad de 
que los municipios establezcan exencio-
nes, lo cual soluciona casos futuros, pero 
deja sin regulación los casos precedentes 
en los que por culpa del conflicto armado 
los contribuyentes han tenido que dejar de 
cumplir con sus obligaciones formales y 
sustanciales. 
B. Alivios o exoneraciones de la Ley 1448 
de 2011
Contrario a lo que se pensaría, con la expe-
dición de la Ley 1448 de 2011, la regulación 
en materia de alivios fiscales para víctimas 
del conflicto armado, en relación con el im-
puesto predial sufrió un gran retroceso en 
relación con las garantías de las víctimas, ya 
que, como se verá en los párrafos siguientes, 
el ánimo garantista del legislador se ve men-
guado por algunos conceptos que hacen que 
la exigencia de estos derechos no sea eficaz. 
Como se dijo, el artículo 121 de la Ley 
de Víctimas y Restitución de Tierras, en 
principio, no pareciera querer restringir los 
derechos de las víctimas; sin embargo, lo 
hace. No obstante, antes de exponer las ra-
zones que justifican la anterior afirmación, 
es menester destacar dos aspectos que pue-
den ser benéficos para los contribuyentes, 
en relación con este tema: (i) la exigencia 
a los Consejos Municipales de regular los 
beneficios fiscales para las personas que 
más adelante se describirán, y (ii) entender 
el reconocimiento de este derecho a obtener 
estos alivios como una medida con efecto 
reparador. 
Ante la exigencia formulada en el punto 
(i), se puede acoger dos posiciones. Si se 
parte de una tesis restrictiva de la facultad de 
los entes territoriales de definir los elemen-
tos del tributo, el efecto lógico sería que los 
Consejos Municipales están en la obligación 
de incorporar los alivios de pasivos por im-
puesto predial en su normatividad tributaria. 
Por otro lado, si la posición que se acoge 
es la de una autonomía tributaria más amplia 
de los municipios, implicaría que la orden 
por parte del legislador no pasaría de ser 
un consejo para los Consejos Municipales, 
quienes en su arbitrio podrían optar por 
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acoger dicha indicación totalmente, parcial-
mente o simplemente omitirla sin ninguna 
consecuencia jurídica. 
En todo caso, sin importar la posición 
que se acoja, no se debe perder de vista 
que el artículo 121 de la Ley 1448 de 2011 
desarrolla un derecho fundamental de las 
víctimas del conflicto armado, como lo es 
el derecho a la reparación, el cual ha sido 
conceptualizado por la Corte Constitucional 
desde sentencias como la T-025 de 2004. 
Esto debido a que se ha entendido que la 
restitución de tierras, como elemento del 
derecho de reparación, debe garantizar la 
entrega del bien saneado.
A pesar de las bondades que se enuncia-
ron, el alivio de pasivos de la Ley de víc-
timas trae consigo otras restricciones que 
ponen a algunos contribuyentes que han 
sufrido perjuicios relacionados con el con-
flicto en una situación de inequidad respec-
to a otros. Las restricciones que impone la 
norma se pueden resumir en que: 
(i) Reduce el universo de víctimas que 
puede acceder al beneficio, pues solamente 
está concedido para beneficiarios del pro-
ceso de restitución de tierras, es decir, úni-
camente víctimas de abandono y despojo.
 (ii) Puede reducir su efectividad, al estar 
atado a los procesos de restitución de tierras, 
por ende, ligado a criterios de micro y ma-
crofocalización para su otorgamiento. 
(iii)   Por último, los beneficios que con-
sagran la norma son alivios y exenciones. 
Aquellos conceptos suscitan muchas dudas, 
puesto que pueden significar condonaciones 
de capital e intereses, solo intereses, conge-
lación o refinanciación de las obligaciones 
tributarias, negociación, o simplemente una 
suspensión de términos.
Más allá de las interpretaciones o alcance 
que cada municipio le dé a esta disposición 
a través de sus acuerdos municipales, no se 
debe olvidar que, en algunos casos, los pre-
dios pasaron por el proceso de restitución de 
tierras. Lo anterior, es de una importancia in-
usitada, ya que los jueces civiles especializa-
dos en estos asuntos, han asumido su función 
como aplicadores de justicia transicional y, 
en ese sentido, han aplicado el artículo 121 
de distintas maneras a saber: 
Una primera aplicación adoptada por estos 
operadores jurídicos opta por simplemente 
instar a los Consejos Municipales para que 
den aplicación a los acuerdos municipales, 
que regulan los pasivos de las víctimas del 
conflicto y, en caso de no tenerlos, hacen el 
llamado de atención para que estos los creen 
(Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Antioquia, Sala Especializada en Restitu-
ción de Tierras, Sala Primera, 2013).  
Otra posición totalmente diferente la han 
asumido algunos jueces y magistrados, quie-
nes valiéndose de los principios que inspiran 
el proceso de restitución de tierras han deci-
dido ordenar exenciones a favor de las vic-
timas restituidas, por concepto de impuesto 
predial, aun cuando dicha medida no está 
consagrada en ningún acuerdo municipal en 
el respectivo ente territorial. 
En igual sentido, otros jueces han opta-
do en comparar el artículo 121 de la Ley 
1448 de 2011 con la norma municipal sobre 
alivios de pasivos y han optado por apli-
car el principio de favorabilidad a favor 
del contribuyente, reconociéndole mejores 
condiciones que las que trae consigo la nor-
ma municipal (Juzgado Primero Civil del 
Circuito Especializado en Restitución de 
Tierras de Santa Marta, 2013). 
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C. Pronunciamientos de la Corte 
Constitucional sobre alivios fiscales 
en impuesto predial para víctimas del 
conflicto armado
La Corte Constitucional solamente se ha 
pronunciado dos veces sobre este tema (Sen-
tencias T-347 de 2014 y T-911 de 2014). 
En ambas sentencias, la Corte recapituló 
los derechos de las víctimas, reiterando la 
condición especial por la que atraviesan y la 
obligatoriedad de las entidades del Estado de 
prestar una atención más ingente a las nece-
sidades de este grupo poblacional. De igual 
manera, reafirmó el principio de solidaridad 
que debe primar con estas personas (Corte 
Constitucional, 2014). 
Más adelante, aborda las particularidades 
del proceso de restitución de tierras para 
concluir en la obligación que el artículo 
121 de la Ley 1448 de 2011 impone a los 
Consejos Municipales de crear instrumen-
tos para exención y alivio de pasivos. Bajo 
este argumento, sin más consideraciones, la 
Corte dispuso la exoneración del pago del 
impuesto predial a favor del contribuyente 
por los periodos comprendidos entre 1998 
y el 2013. 
D. Acuerdos municipales de beneficios 
fiscales en impuesto predial para víctimas 
del conflicto armado en Antioquia
Como se ha visto, son muchas las discusio-
nes que se pueden dar alrededor de los ali-
vios de pasivos y exoneración en materia de 
impuesto predial para víctimas del conflicto 
armado. Sin embargo, estas se quedan cortas 
si se comparan con las que pueden surgir con 
la aplicación de los acuerdos municipales 
que las desarrollan. Por eso, en este aparte se 
pretende mostrar de manera ejemplificativa 
el contenido de algunos de estos instrumen-
tos que tratan el tema en los municipios del 
departamento de Antioquia. 
Con tal fin, se hizo una revisión inicial por 
medios electrónicos con el fin de rastrear 
que municipios han cumplido con la obli-
gación de expedir el acuerdo municipal que 
permita a las víctimas del conflicto acceder 
a beneficios fiscales. Causa sorpresa que de 
los 125 municipios que tiene el departamen-
to Antioquia, solo 36 de ellos hayan acogido 
esta imposición normativa. Esto indica que 
el 71,2% del departamento de Antioquia se 
encuentra omisos, tal como se puede eviden-
ciar en la figura 1. 
Figura 1. Municipios antioqueños que 
cuentan con acuerdos que establecen 
beneficios fiscales para víctimas del 
conflicto armado
Fuente: elaboración propia
La anterior figura muestra una situación 
preocupante, pues la gran mayoría de mu-
nicipios de Antioquia no han cumplido con 
la responsabilidad de crear mecanismos fis-
cales que permitan reparar a las víctimas, 
que a raíz del conflicto armado se han visto 
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en la obligación de cesar sus pagos por con-
cepto de impuesto predial. Lo que significa 
que los funcionarios de la administración 
de cada ente territorial se encuentran en la 
obligación de continuar con los procesos de 
determinación y cobro de este tributo sin 
ningún tipo de consideración especial so-
bre estas personas, que no cuentan con más 
alternativas que la vía constitucional de la 
acción de tutela. 
Ahora bien, para entrar en el análisis de 
forma general de los 36 acuerdos munici-
pales que regulan los beneficios fiscales en 
materia de impuesto predial para víctimas 
del conflicto armado, se dividirán estos en 
cuatro grandes grupos: (1) los que se funda-
mentan en la Ley 418 de 1997, (2) los que 
desarrollan la Ley 986 de 2005, (3) los que 
incluyen los beneficios de la Ley 1448 de 
2011 en sus respectivos Estatutos Tributa-
rios, y (4) los que acogieron el proyecto de 
acuerdo propuesto por la Unidad de Resti-
tución de Tierras. 
1. Acuerdos realizados a la luz de la Ley 
418 de 1997
Durante los casi veinte años de la vigencia 
de la Ley 418 de 1997, solo un municipio 
decidió hacer uso de este instrumento nor-
mativo para favorecer a las víctimas del 
conflicto armado. A través del Acuerdo 007 
del 28 de febrero de 2009, el municipio de 
Frontino reguló los beneficios fiscales a los 
que tendrían derecho este grupo de personas 
en materia de impuesto predial. No obstante, 
dicha norma no se encuentra vigente, pues 
el plazo para acogerse al beneficio expiró.
2. Acuerdos en relación con la Ley 986 de 
2005
Durante el desarrollo del texto, se ha omi-
tido de manera intencional hacer cualquier 
referencia a la Ley 986 de 2005, por medio 
de la cual se adoptaron algunos mecanismos 
de protección a las víctimas del secuestro y 
que por disposición de la Sentencia C-394 
de 2007 fue ampliada a víctimas de desapa-
rición forzada. La razón para ello, radica en 
que el artículo 20 de la mentada norma no 
establece un verdadero beneficio tributario, 
únicamente establece una suspensión de 
términos común al secuestrado o desapare-
cido y a la administración tributaria, en las 
obligaciones de pago, declaración, por un 
lado, y en las facultades de revisión, sanción 
y ejecución, por el otro lado. 
De los 36 acuerdos municipales promul-
gados con el fin de establecer beneficios 
fiscales en materia de impuesto predial para 
las víctimas del conflicto, seis municipios4 
optaron por suspender términos de la misma 
manera que lo reguló la Ley 986 de 2005. 
Salvo pequeñas modificaciones en torno a 
los periodos en que se extiende la suspensión 
de los términos y la posibilidad de que bajo 
este beneficio se cobijen los familiares más 
cercanos; la redacción de las normas terri-
toriales no dista mucho de lo consagrado en 
la citada ley. 
3. Incorporación del artículo 121 de la Ley 
1448 de 2011 en los Estatutos Tributarios
Teniendo en cuenta la posición tan impor-
tante que tiene la Unidad de Restitución de 
4 Bello, Caldas, Envigado, Hispania, Valparaíso y Medellín.
127
Revista de Derecho Fiscal n.º 10 • enero-junio de 2017 • pp. 117-133
El impuesto predial en el marco del conflicto armado en Colombia...
Tierras en la gestión para que los munici-
pios creen alivios de pasivos en materia de 
impuesto predial, dicha entidad diseñó un 
proyecto de acuerdo municipal y de exposi-
ción de motivos para que los municipios lo 
estudiarán y decidieran sobre la viabilidad 
de promulgarlos. 
Este modelo de acuerdo pretendía regular 
los beneficios para víctimas del conflicto 
de manera separada de los Estatutos Tribu-
tarios; sin embargo, hubo municipios que lo 
incorporaron en estos cuerpos normativos 
con algunas variaciones que se pasarán a es-
tudiar. En total fueron nueve los municipios 
que escogieron esta forma de establecer este 
beneficio tributario. 
En la redacción del articulado se puede 
observar dos modelos y un caso atípico, el 
del municipio de Maceo. Este último trae en 
su Estatuto Tributario una norma que le per-
mite a aquellas personas naturales que sean 
beneficiarias del programa de restitución de 
tierras en el marco de la Ley 1448 de 2011, 
acceder a un descuento del 8% en el pago 
del impuesto predial, desde el 2014 y hasta 
la vigencia de esta norma, es decir hasta el 
2021 (Consejo Municipal de Maceo, 2013). 
A pesar de lo anterior, no se hace mención 
a los impuestos que no se han pagado por 
culpa del conflicto y mucho menos a los 
intereses y sanciones. 
Por su parte, otro grupo de municipios5, 
en idéntica redacción establecieron un sis-
tema de alivio de pasivos para víctimas de 
abandono, desplazamiento y despojo, al cual 
pueden acceder aquellas personas que acre-
diten la inscripción en el Registro Único de 
Víctimas –ruv– o en el Registro de Tierras 
Despojadas y Abandonadas Forzosamente 
–rtdaf–, situación que debe ser avalada por 
la autoridad municipal. Los beneficiarios 
de la norma pueden acceder a las siguientes 
prerrogativas: 
Causación del impuesto: no se causará 
el impuesto predial desde la entrada en vi-
gencia de la respectiva norma, hasta que se 
termine la vigencia de la norma que creó el 
beneficio6; sin que exceda de un año a partir 
de la restitución en términos de la Ley 1448 
de 2011.
Sanciones e intereses: de igual forma no 
se generan intereses y sanciones por los im-
puestos causados antes de la vigencia de la 
norma y que no hayan sido pagados a raíz 
de los hechos victimizantes. 
Suspensión de términos: asimismo se sus-
penden los términos para el contribuyente y 
para la administración en
los procedimientos de corrección, informa-
ción, revisión o sanción, discusión de los 
actos administrativos, solicitud de devo-
luciones, emplazamientos y los relativos a 
la extinción de obligaciones tributarias por 
concepto del impuesto predial unificado 
y los demás impuestos, tasas y contribu-
ciones relacionadas con el predio durante 
este período (Consejo Municipal de Barbo-
sa, 2014; Consejo Municipal de Sabaneta, 
2014; Consejo Municipal de Santa Fe de 
Antioquia, 2015).
Cobro coactivo: finalmente, la norma pro-
híbe a la administración iniciar procesos 
5 (Consejo Municipal de Barbosa, 2014; Consejo Municipal de Sabaneta, 2014; Consejo Municipal 
de Santa Fe de Antioquia, 2015).
6 En la norma de Sabaneta, expresamente dispone que el beneficio tendrá una vigencia de diez años, 
mientras que en los demás no se dice nada, por lo que, al estar incorporado al Estatuto Tributario, 
se debe entender que la vigencia es la misma de esta última norma. 
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de cobro coactivo frente a las víctimas que 
cumplan con los requisitos citados, tam-
bién se deben suspender los procesos ya 
iniciados. 
Por último, hay un grupo de cinco muni-
cipios7 que reguló los beneficios para este 
tipo de contribuyentes de una manera más 
restrictiva, pues a pesar de cubrir los mis-
mos tipos de hechos victimizantes y de exi-
gir los mismos requisitos para acreditar la 
condición de víctima8, que los enunciamos 
anteriormente, los beneficios se limitan a: 
Suspensión de término: al igual que en el 
anterior grupo de acuerdos, una vez solici-
tado el beneficio y verificado el supuesto 
de hecho, se suspenden los términos para el 
contribuyente y para la administración du-
rante el tiempo de ocurrencia de los hechos 
punibles, siempre que la obligación no la 
haya cumplido un agente oficioso. 
Sanciones e interese moratorios: una vez 
reconocida la suspensión, no se causarán 
intereses ni sanciones durante el periodo 
que dure esta. 
Además de regresiva, en el sentido de que 
no reconoce ningún beneficio real, la re-
dacción de la norma es desafortunada, pues 
enlaza la duración de la suspensión a la ocu-
rrencia de hechos punibles y no a la situación 
de la víctima. Así las cosas, lleva al interprete 
a la difícil situación de interpretar y en al-
gunas situaciones tipificar la conducta para 
saber si es de ejecución permanente o suce-
siva y, de esa manera, determinar el término 
por el cual se debe suspender los términos. 
E. Modelo de Acuerdo de la Unidad de 
Restitución de Tierras
Como se ha indicado en diferentes apar-
tes de este texto la Unidad de Restitución 
de Tierras diseñó un proyecto de acuerdo, 
acompañado de un proyecto de exposición 
de motivos. De este último, vale la pena re-
saltar que la propuesta está dirigida única y 
exclusivamente a los contribuyentes cuyos 
bienes hayan sido objeto de sentencia de 
restitución de tierras. Adicionalmente pro-
pone la condonación del impuesto predial y 
la exención de este durante los dos años si-
guientes a la restitución del inmueble, que es 
más o menos el periodo que considera nece-
sario dicha entidad para el restablecimiento 
de la capacidad contributiva de la víctima. 
Por su parte el proyecto de acuerdo mu-
nicipal ratifica que los beneficiarios de este 
tipo de medidas son los contribuyentes del 
impuesto predial que sean víctimas del con-
flicto armado y que en razón de una senten-
cia de restitución de tierras o mediante un 
acto administrativo de inclusión en el rtdaf, 
se les reconozca tal condición. 
En lo que tiene que ver con beneficios, 
se reconoce la condonación de impuestos, 
intereses corrientes y moratorios, así como 
gastos derivados de los procesos de cobro9 
desde la fecha del desplazamiento, abando-
no o despojo, reconocido por el acto admi-
nistrativo o sentencia judicial; hasta la fecha 
de la restitución efectiva del bien inmueble o 
la fecha de retorno. Asimismo, se reconoce 
7 (Consejo Municipal de Betania, 2014; Consejo Municipal de Guadalupe, 2013; Consejo Mu-
nicipal de San Pedro de Urabá, 2013; Consejo Municipal de Urrao, 2014; Consejo Municipal de 
Puerto Nare, 2013; Consejo Municipal de Medellín, 2012).
8 Salvo Urrao que adicionalmente exige sentencia ejecutoriada de un juez de Restitución de Tierras 
para el reconocimiento del beneficio.
9 Salvo lo que tiene que ver con gastos de apoderados, los cuales son asumidos por la Unidad de 
Restitución de Tierras.
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una exoneración en el pago de este tributo 
por un periodo de dos años. Para el reconoci-
miento de estos beneficios, es necesario que 
el contribuyente figure en la parte resolutiva 
de la sentencia de restitución o del acto ad-
ministrativo que hace el reconocimiento del 
hecho victimizante en relación con el predio. 
A pesar de esto, el modelo de acuerdo fue 
acogido, en términos generales, por veinte 
municipios10, los cuales incluyeron cambios 
de acuerdo con sus necesidades.
Conclusiones
Como se anunció desde el principio del 
segundo aparte, la tesis central del presen-
te trabajo consistía en demostrar que las 
normas que regulaban los beneficios fisca-
les en materia de impuesto predial para las 
víctimas del conflicto armado no cumplían 
con el fin de satisfacer los derechos de estas 
personas a la reparación y el goce efectivo 
de sus derechos.
Son varios los argumentos que pueden 
dar sustento a la anterior afirmación, que 
van desde el desconocimiento y la omisión 
de las entidades sobre el tema, pasando por 
la regulación y llegan a la aplicación de la 
norma. Este último aspecto, fue omitido 
pues implicaría otro tipo de investigación. 
En ese orden de ideas, se puede evidenciar 
las problemáticas que se presentan en la 
conceptualización del beneficiario de estas 
medidas y los alcances del beneficio. To-
do esto lleva a dos grandes conclusiones: 
la primera, es que los beneficios fiscales 
para víctimas del conflicto armado, si bien 
cuentan con desarrollo legal, esta se queda 
corta en regular algunos aspectos de suma 
relevancia y sobre todo es restrictiva en el 
reconocimiento de derechos. Asimismo, las 
normas adolecen de difusión y sobre todo 
concientización a los entes territoriales, para 
que acompañen esta propuesta por convic-
ción y no por obligación. 
Muestra de esto último, lo refleja el de-
partamento de Antioquia, el cual de sus 125 
municipios, únicamente 36 cuentan con 
Acuerdos Municipales que regulen estos 
beneficios. De estos 36, hay catorce muni-
cipios que cuentan con normas al respecto 
que no están vigentes, o que simplemente 
establecen suspensión de términos comunes 
a la administración y al contribuyente, que 
se reitera no constituye beneficio alguno. 
Siendo esto así, se puede afirmar que en 
Antioquia solamente 22 municipios están 
cumpliendo con dicha norma, lo que se tra-
duce en un porcentaje irrisorio del 17,6%.   
Obsérvese como para poder acceder a 
estos beneficios tributarios, hoy en día, una 
persona promedio que ha sufrido un hecho 
victimizante debe sortear todos estos límites: 
i. Ser víctima únicamente por la ocurren-
cia de abandono, despojo y eventualmente 
secuestro y desaparición. Dejando de lado 
10 (Consejo Municipal de Caucasia, 2014; Consejo Municipal de Ciudad Bolívar, 2013; Consejo 
Municipal de El Carmen de Viboral, 2013; Consejo Municipal de El Santuario, 2015; Consejo 
Municipal de Granada, 2013; Consejo Municipal de Itagüí, 2013; Consejo Municipal de La Ceja, 
2014; Consejo Municipal de Montebello, 2013; Consejo Municipal de Mutatá, 2013; Consejo 
Municipal de Salgar, 2013; Consejo Municipal de San Carlos, 2013; Consejo Municipal de Santo 
Domingo, 2013; Consejo Municipal de Sonsón, 2014; Consejo Municipal de Turbo, 2013; Consejo 
Municipal de Apartadó, 2013; Consejo Municipal de Anorí, 2015; Consejo Municipal de Amalfi, 
2013; Consejo Municipal de Abejorral, 2014; Consejo Municipal de San Roque, 2013; Consejo 
Municipal de Necoclí, 2015).
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a aquellos contribuyentes que han perdido 
su capacidad adquisitiva a raíz del conflicto 
y que han sufrido otro tipo de daños, como 
homicidio, extorsión, entre otros. 
ii. Realizar una declaración ante la Unidad 
de Restitución de Tierras para ser inscrito en 
el Registro de Tierras Despojadas y Aban-
donadas. 
iii. Esperar a que la zona donde se encuen-
tra el bien inmueble sobre el cual recae el 
impuesto predial, sean macro y microfoca-
lizadas. Lo cual, basados en el principio de 
progresividad y gradualidad, podría exten-
der la espera hasta el 2021.
iv.  Esperar la resolución del procedimien-
to administrativo de restitución de tierras, 
en el que se incluya el predio en el registro.
v. En algunos casos, esperar a que sea pro-
ferida la sentencia por parte de los jueces de 
Restitución de Tierras. 
vi. Verificar si el municipio donde se en-
cuentra el predio cuenta con Acuerdo Mu-
nicipal que brinde beneficios fiscales a las 
víctimas del conflicto armado. 
vii. En caso de que lo tenga, determinar 
si las medidas consagradas están vigentes. 
viii. Cumplir con los requisitos que im-
ponga la norma local para el reconocimien-
to de los derechos, que no necesariamente 
implican la condonación o exención total 
de lo adeudado. 
Como se puede observar, con las normas 
citadas se está sometiendo a este tipo de 
contribuyentes a cumplir con una carga muy 
alta de requisitos formales, que no necesaria-
mente van a redundar en un beneficio fiscal. 
Es más, es muy posible que esa persona ni 
siquiera tenga una medida adecuada para 
resolver su situación tributaria en relación 
con el impuesto predial.   
La segunda gran conclusión, es que el 
derecho a obtener beneficios fiscales por 
parte de las víctimas, ya sea de condona-
ción o de exención, está íntimamente liga-
do al derecho fundamental a la restitución 
de tierras, además de otros como lo son el 
mínimo vital, pues sin el saneamiento de 
los pasivos que recaen sobre el predio, no 
es posible garantizar el goce efectivo de 
derechos. 
En consecuencia, se debe propender por-
que este derecho abarque situaciones simila-
res de victimización a las del abandono o el 
despojo, como cuando un secuestrado o un 
desaparecido pierden la capacidad contribu-
tiva. De igual manera, se debe concientizar a 
los Consejos Municipales para que incluyan 
normas que verdaderamente otorguen bene-
ficios tributarios como condonaciones por 
impuestos, intereses y sanciones dejados de 
pagar por culpa del conflicto armado y sobre 
todo la exoneración del impuesto a aquellas 
personas que no estén en capacidad de dis-
poner del inmueble por los mismos motivos 
ya expresados.  
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